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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 
Providencia:                       Sentencia de 15 de junio de 2018 

Radicación Nro. :

66001-31-05-004-2018-00190-01

Accionante:

Davisón Rentería Serna

Accionados:

Unidad para la Reparación y Atención Integral de Víctimas

Proceso:

Acción de Tutela 

Juzgado de Origen:
Juzgado Cuarto Laboral del Circuito 

Magistrado Ponente:
Julio César Salazar Muñoz

Temas: 


DERECHO DE PETICIÓN / POBLACIÓN DESPLAZADA / HUBO RESPUESTA / HECHO SUPERADO / La Corte Constitucional ha diferenciado el derecho de petición elevado por las víctimas del conflicto, de las demás solicitudes presentadas por el común de los ciudadanos y en ese sentido ha establecido una serie de requisitos que debe observar la Unidad para la Reparación y Atención Integral de Víctimas, entre otras entidades, al momento de atender los requerimientos de este especial grupo humano.  Es así que en la sentencia T-025-2004, estableció tales presupuestos, mismos que fueron recordados en la T-142-2017

(…)

Reiteradamente la jurisprudencia constitucional ha señalado que el propósito del amparo contenido en el artículo 86 de la Carta Política, se limita a la protección inmediata y actual de los derechos fundamentales en la medida que estos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de las autoridades públicas o de los particulares en los casos expresamente descritos en la ley. 

Así mismo, ha considerado que si durante el trámite de una acción de tutela sobrevienen hechos que hagan cesar la vulneración de los derechos fundamentales, la acción de amparo deja de ser el mecanismo apropiado y las decisiones que el juez constitucional pueda adoptar, resultarían inocuas, configurándose un hecho superado.

(…)

A folio 53 del expediente milita la respuesta que de la solicitud de reparación integral realizad por el señor Rentería Serna le fue brindada por parte de la Unidad para la Víctimas, en la cual se le informa i) la ausencia de recursos para cubrir la indemnización reclamada por la población desplazada, ii) el proceso que ha de adelantar la entidad con el fin de construir el trámite que debe observar la población desplazada para acceder a la medida de indemnización administrativa para la vigencia 2018, de acuerdo con los parámetros establecidos por la Corte Constitucional en el auto 206 de 2017 y iii) y la fecha a partir de la cual podrá dirigirse a cualquiera de los centros de atención regionales, para recibir información del proceso que debe adelantar de acuerdo con el hecho victimizante por el cual reclama la reparación administrativa

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, quince de junio de dos mil diecisiete
Acta N° 0         15 de junio de 2017
Procede la Sala Laboral No 3 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira a decidir la impugnación formulada por la Unidad para la Reparación y Atención Integral de Víctimas contra la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito el día 2 de mayo de 2018, dentro de la acción de tutela que le promueve el señor DAVINSON RENTERÍA SERNA.
HECHOS QUE ORIGINARON LA ACCIÓN:

Indica el señor Davinson Rentería Serna que, junto con su núcleo familiar, fue desplazado del municipio de Bagadó –Choco- desde el año 2002; que se encuentra inscrito en el registro único de víctimas y en tal virtud solicitó la indemnización administrativa a la que considera tiene derecho; sin embargo, la entidad accionada no le ha dado respuesta a su petición, a pesar de que su progenitora ya fue reparada económicamente.
Finaliza informando que se encuentra a cargo de su sobrino de 13 años, quien padece parálisis cerebral.

Es por todo lo anterior que solicita la protección de su derecho fundamental de petición y como consecuencia, se ordene a la llamada a juicio que atienda las peticiones que ha formulado de manera sistemática para obtener la indemnización administrativa a la que estima tiene derecho.
TRÁMITE IMPARTIDO

La acción de tutela correspondió por reparto al Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de esta ciudad, el cual luego de admitirla corrió traslado por dos (2) días a la accionada a efectos de que ejerciera su derecho de defensa, pero dicho término transcurrió en silencio.

Mediante providencia de fecha 2 de mayo de 2018, el juzgado de conocimiento advirtió que la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas -UARIV- no había atendido los requerimientos del actor respecto a la solicitud de indemnización administrativa solicitada por el accionante, por lo que ordenó el amparo del derecho fundamental de petición e instó a la entidad a responder la solicitud en los términos de la Sentencia T-025-2004, traídos a colación en la T-142-2017.

Inconforme con lo decidido la entidad accionada impugnó la decisión señalando que al tutelante le fueron contestadas todas las solicitudes elevadas con el fin de que le fuera reconocida la indemnización administrativa por ser víctima de desplazamiento forzado, señalando que las respuestas fueron remitidas a su lugar de residencia.

CONSIDERACIONES DE LA SALA

El asunto bajo análisis plantea a la Sala el siguientes los problemas jurídicos:

¿Se dio adecuada respuesta a las varias solicitudes de pago de la indemnización administrativa elevada por el señor Rentería Serna?

¿Se configuró el hecho superado en el presente asunto?
Antes de abordar el interrogante formulado, cabe recordar que el artículo 86 de la Constitución Nacional consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas cuando resulten amenazados o vulnerados por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.

1. DERECHO DE PETICIÓN

El derecho de petición, está consagrado en el artículo 23 de la Constitución Nacional, el cual señala: 

“Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivo de interés general o particular y a obtener pronta resolución.

El legislador podrá reglamentar su ejercicio ante organizaciones privadas para garantizar los derechos fundamentales”.

A su vez, la ley estatutaria 1755 de 2015, por medio de la cual fue regulado el Derecho Fundamental de Petición, en su artículo 1º sustituyó el artículo 14 de la Ley 1437 de 2011, en los siguientes términos:

Artículo 14. Términos para resolver las distintas modalidades de peticiones. Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción. Estará sometida a término especial la resolución de las siguientes peticiones:

 

1. Las peticiones de documentos y de información deberán resolverse dentro de los diez (10) días siguientes a su recepción. Si en ese lapso no se ha dado respuesta al peticionario, se entenderá, para todos los efectos legales, que la respectiva solicitud ha sido aceptada y, por consiguiente, la administración ya no podrá negar la entrega de dichos documentos al peticionario, y como consecuencia las copias se entregarán dentro de los tres (3) días siguientes.

 

2. Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades en relación con las materias a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta (30) días siguientes a su recepción. (…)”

Desde otra perspectiva, el derecho de petición implica la facultad de obtener de la entidad frente a quien se hace la solicitud una respuesta a tiempo y de fondo, por ello se ha dicho que la respuesta que se dé al derecho de petición debe cumplir los siguientes requisitos: i) Ser oportuna; ii) Resolver de fondo, en forma clara, precisa y congruente lo solicitado y; iii) Ser puesta en conocimiento del peticionario.

Conforme con lo anterior, el titular de la petición tiene derecho a obtener, dentro de los términos legales, la correspondiente contestación, bien sea en interés particular como en el presente caso, o general. Con este derecho se busca básicamente que se brinde respuesta precisa y de fondo a lo solicitado, sin que ello implique que la contestación sea obligatoriamente en sentido positivo.

2. DEL DERECHO DE PETICIÓN PARA EL PAGO DE LA INDEMNIZACIÓN ADMINSITRATIVA COMO VÍCTIMAS DEL CONFLICTO ARMADO EN COLOMBIA.
La Corte Constitucional ha diferenciado el derecho de petición elevado por las víctimas del conflicto, de las demás solicitudes presentadas por el común de los ciudadanos y en ese sentido ha establecido una serie de requisitos que debe observar la Unidad para la Reparación y Atención Integral de Víctimas, entre otras entidades, al momento de atender los requerimientos de este especial grupo humano.  Es así que en la sentencia T-025-2004, estableció tales presupuestos, mismos que fueron recordados en la T-142-2017, siendo éstos:
“i) incorporar la solicitud en la lista de desplazados peticionarios; ii) informarle a la víctima de desplazamiento forzado dentro del término de quince (15) días el tiempo máximo dentro del cual le dará respuesta a la solicitud; iii) informarle dentro del mismo término si la solicitud cumple con los requisitos para su trámite, y en caso contrario, indicarle claramente cómo puede corregirla para que pueda acceder a los programas de ayuda; iv) si la solicitud cumple con los requisitos, pero no existe la disponibilidad presupuestal, tendrá que adelantar los trámites necesarios para obtener los recursos, determinará las prioridades y el orden en que las resolverá; v) si la solicitud cumple con los requisitos y existe disponibilidad presupuestal suficiente, procederá a informar cuándo se hará realidad el beneficio y el procedimiento que se seguirá para que sea efectivamente recibido. En todo caso, deberá abstenerse de exigir un fallo de tutela para cumplir sus deberes legales y respetar los derechos fundamentales de las personas en situación de desplazamiento forzado”
.
2. DEL HECHO SUPERADO

Reiteradamente la jurisprudencia constitucional ha señalado que el propósito del amparo contenido en el artículo 86 de la Carta Política, se limita a la protección inmediata y actual de los derechos fundamentales en la medida que estos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de las autoridades públicas o de los particulares en los casos expresamente descritos en la ley. 

Así mismo, ha considerado que si durante el trámite de una acción de tutela sobrevienen hechos que hagan cesar la vulneración de los derechos fundamentales, la acción de amparo deja de ser el mecanismo apropiado y las decisiones que el juez constitucional pueda adoptar, resultarían inocuas, configurándose un hecho superado. 

En Sentencia T-022 de 2012 la Corte constitucional manifestó que, “si la situación fáctica que motiva la presentación de una acción de tutela se modifica porque cesa la acción u omisión que generaba la vulneración de los derechos fundamentales, dado que la pretensión esbozada para procurar su defensa está siendo debidamente satisfecha, y consecuentemente, cualquier orden de protección proferida sería inocua, lo procedente es que el juez de tutela declare la configuración de un hecho superado por carencia actual de objeto”.

3. CASO CONCRETO

En el presente asunto, la parte actora solicita que se dé adecuada respuesta al derecho de petición por medio del cual solicita le sea entregada la indemnización administrativa, dada su condición de desplazado.
De acuerdo con el escrito de impugnación, la entidad accionada afirma haber dado respuesta a la solicitud del peticionario.

A folio 53 del expediente milita la respuesta que de la solicitud de reparación integral realizad por el señor Rentería Serna le fue brindada por parte de la Unidad para la Víctimas, en la cual se le informa i) la ausencia de recursos para cubrir la indemnización reclamada por la población desplazada, ii) el proceso que ha de adelantar la entidad con el fin de construir el trámite que debe observar la población desplazada para acceder a la medida de indemnización administrativa para la vigencia 2018, de acuerdo con los parámetros establecidos por la Corte Constitucional en el auto 206 de 2017 y iii) y la fecha a partir de la cual podrá dirigirse a cualquiera de los centros de atención regionales, para recibir información del proceso que debe adelantar de acuerdo con el hecho victimizante por el cual reclama la reparación administrativa.

A folio 39 del expediente obra la certificación de entrega expedida por Servicios Postales Nacionales S.A., en la que se observa claramente que la citada comunicación fue enviada la dirección reportada en el libelo inicial para efectos de notificación, siendo recibida por la señora Evelis Rentería.  
Conforme lo discurrido, se tiene que la UARIV, en los términos de la Sentencia T-142 de 2017, ha atendido el derecho de petición formulado por el señor Davinson Rentería Serna y, en ese sentido, entendiendo que se presenta la carencia actual de objeto al haberse superado el hecho que originó la presente acción, habrá de revocarse la decisión impugnada.
En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE:

PRIMERO: REVOCAR la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira, el día 2 de mayo de 2018.

SEGUNDO: DECLARAR la carencia actual del objeto por hecho superado.
TERCERO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito.


CUARTO: ENVÍESE, lo más pronto posible, a la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

Notifíquese y Cúmplase.

Los Magistrados,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES               ANA LUCÍA CAICEDO CALDERON
� Al respecto pueden consultarse las sentencias T-307 de 1999 (Eduardo Cifuentes Muñoz), T-839 de 2006 (M.P Álvaro Tafur Galvis) y T-501 de 2009 (M.P Mauricio González Cuervo), en las cuales la Corte dejó sentado que “La protección reforzada en materia de derecho de petición es claramente exigible, más aún de las autoridades encargadas de la superación del “estado de cosas inconstitucional” que ha generado dicho fenómeno, en la medida que se trata de personas que se encuentran en una situación de violación múltiple, masiva y continua de sus derechos fundamentales”.
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